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Resumen: Entre 1810 y 1835 se expusieron y discutieron en Venezuela 
diversas interpretaciones acerca de las facultades judiciales que 
detentaba o podían atribuirse al Senado como Cámara Alta del Congreso, 
tanto en congresos constituyentes como en papeles públicos. Además de 
las palabras, el Senado fue protagonista de hechos políticos cruciales, 
como el intento de enjuiciamiento de José Antonio Páez en 1826. Con 
apoyo en los métodos de la historia intelectual, política y constitucional, 
examinamos en este artículo dichas teorías, comunicadas en actas de 
debate, folletos y periódicos impresos en Venezuela. De nuestro análisis se 
deduce la necesidad de revisar críticamente algunas creencias largamente 
asentadas en la historiografía política y las obras de ciencias políticas 
dedicadas tanto a Venezuela como a Latinoamérica.  

Abstract: Between 1810 and 1835 various interpretations of the judicial 
powers that the Senate, as the upper house of Congress, held or could be 
attributed, were presented and discussed in Venezuela, both in constituent 
congresses and in public papers. In addition to words, the Senate was a 
protagonist in crucial political events, such as the attempted prosecution 
of José Antonio Páez in 1826. Based on the methods of intellectual, 
political, and constitutional history, in this article we examine these 
theories, communicated in debate minutes, pamphlets, and newspapers 
printed in Venezuela. From our analysis, the need to critically review some 
beliefs that have long been established in political historiography and 
political science works dedicated to both Venezuela and Latin America 
can be inferred.

http://www.historiaconstitucional.com


Luis Daniel Perrone

11401140

Palabras claves: Senado, juicios, política, Venezuela, siglo XIX. 

Key words: Senate, trials, politics, Venezuela, 19th century.

I. INTRODUCCIÓN
Es el 21 de mayo de 1993. En horas, millones de venezolanos son 

testigos de un acontecimiento inédito: el Senado de la república aprueba 
por unanimidad que el presidente sea enjuiciado por cargos de corrup-
ción. Una corresponsal del diario colombiano El Tiempo, que siguió en 
vivo y directo los sucesos, publicó un reportaje cuyo título rayaba en lo 
insólito: “Pérez, en manos del Senado”.1 ¿Desde cuándo se suponía que 
un presidente podía quedar a merced del Senado en la historia política de 
Venezuela? Todopoderosos y carismáticos, los grandes caudillos parecían 
intocables por los otros Poderes Públicos en la mentalidad del ciudadano 
común. Pero, repentinamente, se entendió que el presidente era vulne-
rable a las resoluciones del Senado, haciéndose realidad una aspiración 
que se remontaba a los primeros tiempos de la república en el siglo XIX.

En efecto, cuando se revisan algunos documentos venezolanos entre 
1810 y 1835, salta a la vista la importancia que se reconocía al Senado 
por las misiones que se le encomendaban en los gobiernos populares. La 
historiografía política venezolana, sin embargo, no ha captado plenamen-
te la relevancia de las tareas del Poder Legislativo en cualquiera de sus 
modalidades, ya sea como congresos constituyentes u ordinarios, sal-
vo pocas excepciones como la Historia Contemporánea de Venezuela de 
Francisco González Guinán, La Primera revolución de Caracas de Carole 
Leal Curiel, o los libros de Eleonora Gabaldón sobre los congresos cons-
tituyentes de 1830 y 1858.2 También reposan en los anaqueles algunas 
obras de historia constitucional imbricada con la historia jurídica o políti-
ca, elaboradas principalmente por juristas o abogados, que se contentan 
con apuntar las facultades que las constituciones acordaban al Congreso 

* Una primera versión de este trabajo fue presentada como ponencia en el Congreso 
LASA 2024 “Reacción y resistencia: Imaginar futuros posibles en las Américas”, realizado 
en Bogotá. El autor desea agradecer a Eduardo Posada-Carbó, Paula Alonso y Laura 
Cucchi por la invitación a participar en dicho evento.

1 Carolina Esquenazi, “Pérez, en manos del Senado”, El Tiempo, 21 de mayo de 1993. 
Disponible en: https://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-130981.

2 Francisco González Guinán, Historia contemporánea de Venezuela, 14 tomos, 
Ediciones de la Presidencia de la República de Venezuela, Caracas, 1954; Carole Leal 
Curiel, La primera revolución de Caracas, 1808-1812. Del juntismo a la independencia 
absoluta, Abediciones, Fundación Konrad Adenauer, Caracas, 2019; Eleonora Gabaldón, 
La constitución de 1830 (el debate parlamentario y la opinión de la prensa), Instituto 
Autónomo Biblioteca Nacional, Fundación para el Rescate del Acervo Documental 
Venezolano (FUNRES), Caracas, 1991; Eleonora Gabaldón, La Convención de Valencia 
(La idea federal), 1858, Fundación para el Rescate del Acervo Documental Venezolano 
(FUNRES), Caracas, 1988.  

https://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-130981
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y al Senado, sin preguntarse por sus fundamentos teórico-políticos o por 
sus aplicaciones fácticas.3 Sin embargo, las contribuciones en general 
son escasas, una situación que no resulta sorprendente si se tiene en 
cuenta que la historiografía sobre los parlamentos en Latinoamérica ha 
sido muy reducida, tal como lo ha señalado Eduardo Posada-Carbó en su 
artículo “Congresses vs caudillos…”.4   

Pueden emprenderse múltiples estudios de interés sobre el Sena-
do, como las elecciones de los senadores, las nociones de representación 
política que encarnaban, o las carreras en dicha cámara de personajes 
singulares, pero en este trabajo nos enfocaremos en las teorías y nor-
mas atinentes a las funciones judiciales del Senado en Venezuela, entre 
1810 y 1835, que analizaremos ayudados con los métodos del estudio 
de la historia intelectual, institucional y cultural aplicados a la historia 
política. Con ello perseguimos el objetivo de poner al descubierto varios 
rasgos iniciales de la cultura parlamentaria en Venezuela en el marco del 
desarrollo y funcionamiento del gobierno popular, partiendo de la idea 
de que una historia de la democracia no puede soslayar la investigación 
sobre el pensamiento y las prácticas relacionadas con el espacio político 
donde se concentra teóricamente la voluntad soberana del pueblo: el Po-
der Legislativo.

Cabe advertir que este trabajo no es estrictamente una historia con-
ceptual del Senado, la cual también sería muy provechosa.5 En cambio, 
en este trabajo nos ocuparemos de tres asuntos: 1) Arrojamos una mira-
da previa a las creencias que se han tenido sobre el Congreso y el Senado 
en particular, tanto en la ciencia política y en la historiografía en general, 
en contraste con los hechos políticos venezolanos del siglo XIX; 2) Mos-
traremos y analizaremos algunas propuestas y acciones relacionadas con 
la facultad de juzgar del Senado; y 3) Propondremos un conjunto de con-
clusiones destinadas a evaluar la importancia de las teorías y las normas 
inherentes a la capacidad judicial del Senado en el descubrimiento de los 
rasgos de las culturas parlamentarias que aún sustentan los pensamien-
tos y prácticas legislativas en Venezuela y Latinoamérica.       

3 Ambrosio Oropeza, Evolución constitucional de nuestra república y otros textos, 
Biblioteca de la Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Caracas, 1985, pp. 44, 67, 
68, 74. 

4 Eduardo Posada-Carbó, “Congresses versus caudillos: the untold history of democracy 
in Latin America, with special emphasis on New Granada (Colombia), 1830-1860. A new 
research agenda”, en Parliaments, Estates and Representation, n° 37, vol. 2, 2017, pp. 
119-120.

5 En este trabajo sólo tratamos al Senado como una institución que se combina 
con otras en las repúblicas o democracia, pero hay testimonios que muestran otros 
significados asociados al término. Por ejemplo, también se hablaba del Senado como un 
órgano de gobierno único en ciertos gobiernos como los aristocráticos. Véase: Miguel 
José Sanz, “Política”, en Semanario de Caracas, n° X, Domingo, 6 de enero de 1811, 
Edición facsimilar, Academia Nacional de la Historia, Caracas, 1959, p. 73.
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II. EL SENADO EN LA HISTORIA DE VENEZUELA DEL SIGLO XIX: 
MIRADAS PRELIMINARES.  

Suena la música, se siente la algarabía, las calles están agitadas. El 
miércoles 11 de noviembre de 1830 Caracas está inmersa en una fiesta 
ciudadana por la promulgación de la Constitución que hizo renacer el 
viejo Estado independiente. Miembros prominentes de la “Sociedad Re-
publicana” de Caracas, club que había impulsado con su propaganda 
y su accionar político la separación de Venezuela de Colombia, están 
apostados en varias esquinas desde las cuales lanzan discursos a la po-
blación en celebración del fausto suceso. Félix Alfonso, José María Pel-
grón, Rufino González, Rafael Acevedo, ensalzan hasta los cielos la nor-
ma suprema que ha inaugurado un nuevo orden político independiente. 
Al mismo tiempo, los ciudadanos entran en la sala de reuniones de la So-
ciedad para mirar los cuadros colgados en sus paredes que contienen va-
rios pensamientos. En uno de ellos se lee: “El Congreso constituyente de 
1830 reunió el valor de los héroes, y la prudencia del Senado romano”.6 
La analogía era muy gratificante para cualquier ciudadano de cualquier 
hora y espacio que conociera el lugar privilegiado que ocupaba el Senado 
romano en la tradición republicana.       

El ejemplo, de hecho, también había sido citado en el Congreso. En 
una ocasión en que los ánimos estaban encrespados por la discusión 
respecto a si se agregaba o no a la provincia de Casanare en el Estado de 
Venezuela, Pedro Pablo Díaz sostuvo que la reputación del congreso de-
pendía de la moral basada en la “justicia de sus determinaciones”, recor-
dando que el Senado de los Estados Unidos había ganado respetabilidad 
por poner siempre la justicia sobre la conveniencia, así como el “Senado 
de Roma” se había vuelto “augusto por la sabiduría de sus acciones, 
tanto que sus mayores enemigos lo eligieron por juez o árbitro de sus 
diferencias”.7 En efecto, de acuerdo con la teoría y la historia política, los 
ciudadanos esperaban que el Senado brillara por su habilidad de guiar 
con acierto a la república en medio del bullicio de las pasiones.    

Envueltos por la tormenta que a menudo azotaban a las repúblicas 
y amenazaba con derribarlas hasta sus cimientos, los senadores solían 
esperar en calma la oportunidad de restaurar la estabilidad y el sosiego 
recurriendo a las facultades conferidas por la constitución. Si el origen 
de los males consistía en los abusos de algún funcionario público, inclu-
yendo el presidente, podían llevarlo ante su presencia para juzgarlo y, en 
último extremo, suspenderlo de su cargo. Esto no agravaría la zozobra 
de la república ya que el mantenimiento del gobierno tenía como pilar 

6 El triunfo de la Constitución celebrado en Caracas el miércoles 11 de noviembre de 
1830, Imprenta de Tomás Antero, Caracas, 1830, p. 15. 

7 “Sesión ordinaria del 21 de junio”, en Actas del congreso constituyente de 1830, 
Tomo I, Ediciones del Congreso de la República, Caracas, 1979, p. 300.
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principal al propio Senado, que saldría inalterado del trance gracias a los 
periodos extensos, vitalicios o hereditarios, de los cargos de la Cámara. 
Finalmente, el Senado sellaría el regreso a la normalidad política hacien-
do uso de sus facultades legislativas, trabajando en conjunto con la Cá-
mara de Representantes reunidos en Congreso. 

Lo que se ha descrito era, de forma sintética, la expectativa que se 
tenía del Senado por parte de diputados constituyentes y destacados pu-
blicistas de las repúblicas modernas en la primera mitad del siglo XIX. 
Ese órgano no era cualquier cosa: representaba la clave de la moralidad y 
de la permanencia del gobierno popular. Por consiguiente, era imprescin-
dible que los ciudadanos entendieran, apreciaran y apoyaran el rol que 
ejercía, para lo cual se requería una educación cívica que formara una 
cultura parlamentaria acorde con los principios republicanos o democrá-
ticos, a través de las enseñanzas transmitidas en los papeles públicos y 
las propias prácticas institucionales del Senado, apegadas a las normas 
de los textos constitucionales. 

A pesar de todo lo señalado, no resulta una tarea sencilla justificar 
la importancia de una investigación sobre las teorías y las normas re-
lativas a las funciones jurídico-políticas del Senado, en el campo de los 
estudios históricos sobre la república y la democracia en Venezuela. Una 
empresa de esta índole choca contra una muralla inmensa de certezas 
y prejuicios hondamente sembrados en la mentalidad tanto de políticos 
que actúan en tales espacios como de científicos políticos interesados en 
la región. Entre ellos se constata el legado del pensamiento positivista 
para el cual las instituciones legislativas, o las instituciones políticas en 
general, son meros productos de “constituciones de papel” incapaces de 
regular y canalizar los instintos políticos concretos de líderes y pueblos.8 
Aunado a esto, está presente con fuerza la influencia de ideologías políti-
cas como el comunismo u otras “izquierdas” que miran en el Senado un 
reducto de las oligarquías o de las burguesías anti-revolucionarias y que, 
por lo tanto, merecen ser despreciados, anulados o clausurados.9 

Las dudas acerca de la relevancia histórica del Senado también po-
drían compartirlas determinados científicos políticos, particularmente 
aquellos que se han empeñado en apuntalar el carácter eminentemente 
presidencialista de los sistemas políticos latinoamericanos desde el siglo 
XIX.10 Según dicha teoría, la adecuada comprensión de las realidades po-

8 En Venezuela la máxima expresión de esta fórmula fue la de Laureano Vallenilla 
Lanz en Cesarismo democrático.

9 Téngase en cuenta, por ejemplo, los argumentos que se expresaron en Venezuela 
en torno a la eliminación del Senado por algunos sectores políticos entre 1998 y 1999. 

10 Existen varios textos importantes sobre este asunto. Véase, por ejemplo, los 
argumentos esgrimidos con respecto al presidencialismo y al parlamentarismo en 
Latinoamérica en: Dieter Nohlen, Antonio Garrido, Presidencialismo comparado: 
América Latina, Fundación Manuel Giménez Abad, Centro de Estudios Políticos y 
Constitucionales, Madrid, 2020.  
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líticas pretéritas en Venezuela y Latinoamérica pasa necesariamente por 
el examen del pensamiento y de las ejecutorias de los caudillos que han 
ocupado las sillas presidenciales, pudiendo prescindirse del análisis de 
las funciones de conservación, moderación y legislación del Senado y de 
los Congresos. En este esquema, el Poder Ejecutivo aparece relacionán-
dose directamente con otros actores sociales o políticos, como si el Poder 
Legislativo fuera simplemente un circo de marionetas de los presidentes 
o una caja de resonancia de todas sus decisiones.

Es cierto que hubo periodos en que los Senados fueron neutrali-
zados hasta transformarse en apéndices del Poder Ejecutivo, pero las 
historias políticas de Venezuela y de Latinoamérica también nos ofrecen 
varios casos en que las resoluciones de esa Cámara pusieron a temblar 
a presidentes y a grandes jefes políticos y militares. En 1826 el General 
José Antonio Páez resolvió no viajar a Bogotá para cumplir con el llamado 
del Senado de Colombia, luego de que éste lo destituyera de la Coman-
dancia General del Departamento de Venezuela, siendo uno de las causas 
principales del inicio de la crisis separatista de “La Cosiata”.11 En 1848 
el General José Tadeo Monagas, temeroso de que el Senado aprobara la 
acusación formada en su contra por la Cámara de Representantes del 
Congreso de Venezuela, se mantuvo en una sospechosa pasividad cuan-
do sectores armados de la población caraqueña atacaron a la guardia del 
congreso y a varios diputados, lo que acarreó la disolución temporal del 
Poder Legislativo y la paralización definitiva del proceso de enjuiciamien-
to.12 Y acá la pregunta es obvia: Si el Senado era sólo un adorno de la re-
pública o de la democracia venezolana, ¿por qué las acusaciones contra 
Páez y Monagas hicieron reventar dos de las crisis políticas de mayores 
consecuencias para la política venezolana durante el siglo XIX? 

La capacidad que tenía el Senado de enjuiciar y sentenciar la ino-
cencia o culpabilidad de los funcionarios del gobierno, al igual que otras 
facultades en materia de conservación, moderación y legislación en Ve-
nezuela, durante la primera mitad del siglo XIX, constituían la cristaliza-
ción normativa de una serie de convicciones y creencias acerca del rol de 
esa cámara en los gobiernos populares que fueron expuestas y debatidas 
entre 1810 y 1835. 

A semejanza de otras historiografías políticas nacionales, en Vene-
zuela las obras consagradas a la historia del Poder Legislativo o del Sena-
do apenas suman los dedos de una mano. En el periodo que nos concier-
ne específicamente, el siglo XIX, la desatención puede explicarse por el 
desprecio que se ha manifestado hacia una institución que fue, supues-

11 Feliciano Montenegro y Colón, Geografía general para el uso de la juventud en 
Venezuela, Tomo 4, Imprenta de A. Damiron, Caracas, 1837, pp. 404-406.   

12 Caracciolo Parra Pérez, Mariño y las guerras civiles, Tomo III. El 24 de enero, 
Ediciones de Cultura Hispánica, Madrid, 1960), pp. 16-71. 
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tamente, manipulada y subyugada consistentemente por los grandes je-
fes políticos y militares. Simón Bolívar, José Antonio Páez o José Tadeo 
Monagas, habrían visto al Senado y al Congreso como organismos que 
sólo eran útiles para darle un barniz de legalidad o aumentar el grado 
de legitimidad de sus propias decisiones. Una conclusión a la que puede 
llegarse lógicamente si se interpreta la historia política del siglo XIX ex-
clusivamente desde el enfoque “caudillista”, como se ha hecho corriente-
mente.13 

Las creencias antes descritas no se ajustan a lo que muestran los 
testimonios. Al ser el Senado una institución política de tanta enverga-
dura, hubo disquisiciones y diatribas acerca de la definición y el ejercicio 
de sus funciones de enjuiciamiento y moderación. Las opiniones y las 
propuestas que se formulaban podían quedar ratificadas finalmente en 
la redacción definitiva de las constituciones. Sin embargo, tanto la teoría 
como las normas fueron desafiadas constantemente por discursos y ac-
ciones políticas guiadas por intereses particulares, ya fuesen de nación o 
de partido, poniendo en tensión al Senado y hasta frustrando el desem-
peño habitual de sus labores.

III. LOS JUICIOS DEL SENADO Y LA MODERACIÓN DEL PODER 
POLÍTICO

Desde que Polibio en sus Historias concibió el Senado como una pie-
za esencial de la antigua república romana, esa institución fue aceptada 
por intelectuales y políticos como un eslabón básico de todo buen gobier-
no a lo largo de los siglos. El gobierno mixto, la mezcla de monarquía, 
aristocracia y democracia, que había sido la definición de una república 
desde la Antigüedad, había cobrado vida posteriormente, según varios 
pensadores, en gobiernos como el de Inglaterra, donde los componentes 
de la constitución que representaban a cada uno de los gobiernos sim-
ples, el rey, la Cámara de los Lores, y la Cámara de los Comunes, poseían 
facultades particulares que aseguraban el equilibrio de los poderes. A la 
Cámara de los Lores, específicamente, le tocaba ejercer el supremo poder 
judicial.14 En ese orden de ideas, la Cámara de los Lores estaba encarga-
da de refrenar cualquier abuso que cometieran los responsables de los 
otros dos poderes en detrimento de la libertad política y civil, a similitud 
del papel que había jugado el Senado en la antigua Roma.    

Moderar las pasiones y vigilar el uso de los poderes de los gober-
nantes y magistrados en el gobierno popular fueron misiones confiadas 

13 Una de las expresiones clásicas de esta tendencia analítica en la historia política 
la vemos en: John Lynch, Caudillos en Hispanoamérica, 1800-1850, Editorial Mapfre, 
Madrid, 1993. 

14 Corinne Comstock Weston, English constitutional theory and the house of lords. 
1556-1832, Routledge & Kegan Paul, London, 1965, pp. 2, 25-26, 46.       
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entonces a los Senados o cámaras altas. En consonancia con ello, sus 
puestos eran reservados a los hombres de mayor edad, propiedades y 
experiencia, a saber, la clase aristocrática de la sociedad, que se supo-
nía mejor educada para detectar temprano y juzgar apropiadamente las 
conductas y medidas de funcionarios que podían trastocar el orden y la 
paz en la república. Los republicanos venezolanos estaban al tanto de 
la primacía del Senado en el gobierno mixto y de sus funciones. Miguel 
José Sanz, en el Semanario de Caracas, afirmaba que no había “liber-
tad más segura, respecto de la nación y de sus miembros, que la que 
proporcionan los gobiernos mixtos, porque balanceándose el interés del 
pueblo con el del príncipe, o del consejo de la nobleza, resulta un sistema 
favorable al orden y tranquilidad común”.15 En los albores de la revolu-
ción de Independencia, en 1811, el irlandés William Burke divulgó un 
plan constitucional que aconsejaba la instalación de un Poder Legislativo 
constituido por una asamblea general de dos salas, el Senado y la de Re-
presentantes. Entre las facultades que repartió entre ambas estaba que 
el Senado podía juzgar las acusaciones públicas que hiciera ante ella la 
Sala de Representantes, a lo cual denominó “Impeachments”.16 Asimis-
mo, las dos salas se frenarían mutuamente en caso de ser necesario.17    

En el congreso constituyente de 1811, lógicamente, no podía pasarse 
por alto el asunto. El 24 de septiembre los diputados debatieron “sobre la 
formación e instituto del Consejo de los ancianos”, que algunos estimaron 
improcedente porque, entre otros argumentos, les parecía incompatible 
con los demás poderes y por eso propusieron, en su reemplazo, “un Tri-
bunal temporal de censura”.18 Al día siguiente Francisco Javier Ustáriz, 
redactor del proyecto de constitución en torno al cual se debatía, adujo 
que el Consejo de ancianos incorporado en su papel era igual al Tribunal 
de Censura que se deseaba. Sea como fuera, los diputados Francisco Ja-
vier Yanes y Antonio Nicolás Briceño “insistieron en la necesidad de este 
Tribunal como un remedio contra el despotismo de los poderes”.19 Cinco 
días después Yanes volvió a pedir que se añadiera al proyecto un capítulo 
acerca del tribunal de censura.20 Ustáriz se mantuvo renuente a acceder 
a la solicitud de Yanes, pues el 2 de octubre se advertía de nuevo la au-

15 Miguel José Sanz, “Políticas. Libertad y seguridad civil”, en Semanario de Caracas, 
n° 5, Domingo, 2 de diciembre de 1810, op. cit., p. 36. 

16 William Burke, Derechos de la América del Sur y México, Tomo I, Academia Nacional 
de la Historia, Caracas, 1959, pp. 97-99.

17 Burke, Derechos de la América del Sur y México, op. cit., p. 105.
18 “Sesión extraordinaria del día 24 de septiembre”, en Libro de actas del supremo 

congreso de Venezuela. 1811-1812, Tomo II, Estudio preliminar de Carole Leal Curiel, 
Academia Nacional de la Historia, Caracas, 2011, p. 53.

19 “Sesión extraordinaria de la noche del 25 de septiembre”, en Libro de actas del 
supremo congreso de Venezuela. 1811-1812, op. cit., p. 56.

20 “Sesión del día 30 de septiembre”, en Libro de actas del supremo congreso de 
Venezuela. 1811-1812, op. cit., p. 65.
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sencia de dicho tribunal, ordenándose a una comisión la preparación de 
los artículos sobre él para sumarlos al proyecto.21 Finalmente, el propio 
Yanes llevó al congreso un bosquejo para el juicio de censura cuya agre-
gación a la constitución fue aprobada el 11 de octubre.22         

Como puede notarse, Burke y los diputados constituyentes conver-
gieron en la necesidad de tener una entidad que vigilara y penalizara a 
los funcionarios o instituciones del gobierno que rompieran los diques 
que imponían las leyes. En cuanto al Consejo de Ancianos o el tribunal 
de censura, estos eran organismos sugeridos y creados con anterioridad 
a la revolución venezolana, que podían estar fuera o caber dentro de la 
separación tripartita de los poderes. Si estaban fuera, hacían las veces 
de un árbitro o poder “neutro” que devolvía a su sitio a cualquier poder 
de la división clásica que usurpara las competencias de otro, para que no 
hubiese conflictos entre ellos, o enjuiciaban a funcionarios cuyas resolu-
ciones ponían en riesgo el equilibrio de los poderes y los hacía sospecho-
sos de querer instaurar un gobierno arbitrario. Si estaban dentro de la 
división tripartida de poderes, usualmente se conectaban directamente 
con las actividades del Senado sin mayores cambios en sus atribuciones.  

Precisamente cuál institución haría los juicios de censura y en qué 
nivel debía ubicarse fue un asunto complicado de resolver para los cons-
tituyentes. Luego de rechazarse el Consejo de Ancianos porque sería un 
poder adicional incongruente con los tres clásicos, y aparte de mencio-
narse un tribunal de censura, en la sesión del 28 de octubre se sancionó 
condicionalmente el artículo 3 del proyecto constitucional acerca de los 
Senadores porque había disposiciones que debían ponderarse otra vez 
cuando se tratara el Tribunal de Censura y Juzgado de residencia.23 Se 
infiere, en consecuencia, que los Senadores también tomarían parte en 
esos juicios.         

Aunque esté desaparecido el cuaderno en que se registraron las de-
liberaciones sobre la formación de la constitución, es posible percibir en 
las actas del congreso constituyente el progresivo deslizamiento de la 
potestad de moderación y control sobre poderes y magistrados del Con-
sejo de Ancianos o el Tribunal de Censura hacia la Cámara del Senado. 
Es por esta razón que el diputado Briceño habló a favor de que la “fuerza 
armada quede a disposición del Senado cuando haya que obrar contra el 
Ejecutivo”,24 pues de nada servía que el Senado emitiera sentencia sobre 

21 “Sesión del día 2 de octubre”, en Libro de actas del supremo congreso de Venezuela. 
1811-1812, op. cit., p. 69.

22 “Sesión del día 11 de octubre”, en Libro de actas del supremo congreso de Venezuela. 
1811-1812, op. cit., p. 69.

23 “Sesión extraordinaria del 26 de octubre por la noche”, en Libro de actas del supremo 
congreso de Venezuela. 1811-1812, op. cit., p. 129.

24 “Sesión extraordinaria del 18 de noviembre por la noche”, en Libro de actas del 
supremo congreso de Venezuela. 1811-1812, op. cit., p. 160.
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las faltas del presidente y de los secretarios sin tener la capacidad de po-
ner temporalmente bajo su mando los medios coercitivos del Estado. Ya 
en noviembre, dos meses después de la sugerencia del tribunal de censu-
ra, se intercambiaron pareceres con respecto a cuáles empleados podrían 
acusarse por la Cámara de Representantes, quedando señalados los fun-
cionarios de la Alta Corte y del Poder Ejecutivo con sus secretarios.25

Las funciones encomendadas al Senado por la Constitución de 1811 
certifican la conversión de la Cámara en una Corte de Justicia en deter-
minadas circunstancias. En el artículo 52 se estipula su facultad de “ad-
mitir, oír, juzgar y sentenciar a cualesquiera de los empleados principales 
en servicio de la Confederación, acusados por la Cámara de Represen-
tantes de felonía, mala conducta, usurpación o corrupción en el uso de 
sus funciones”. Su jurisdicción también se extendía a cualquiera de los 
empleados subalternos, siempre y cuando mediara la acusación de la Cá-
mara de Representantes. La decisión de culpabilidad se tomaría por las 
dos terceras partes de los senadores presentes en el proceso, aplicándo-
se las condenas de deposición del cargo e inhabilitación para los demás 
puestos honoríficos y lucrativos de la Confederación.26 

Las disposiciones antes tratadas fueron replicadas en las Consti-
tuciones provinciales de Barcelona y de Caracas, lo que comprueba que 
el Senado de la Constitución Federal sirvió de modelo para otros en Ve-
nezuela.27 Las constituciones de Mérida y Trujillo, publicadas antes de 
la general, no proveyeron nada al respecto, debido seguramente a que 
contemplaban Poderes Legislativos unicamerales. En cualquier caso, las 
constituciones de Venezuela no entraron en vigencia plenamente porque 
las operaciones bélicas, que acabaron con el primer ensayo republicano, 
lo impidieron, así que las proposiciones y normas sobre el Senado ningu-
na injerencia tuvieron en las actuaciones políticas de los magistrados de 
la república. Más aún, nunca pudo instalarse algún Senado. 

En las Constituciones de Angostura, de 1819, y en la de Cúcuta, de 
1821, volvieron a entregarse al Senado las funciones de moderación que le 
habían delegado las constituciones de la “Primera República” venezolana. 
Sin embargo, Francisco Javier Yanes, autor del proyecto del Tribunal de 
Censura en 1811, ahora dudaba de la naturaleza judicial del Senado. En 
sus Apuntamientos sobre la legislación de Colombia, de 1823, confesaba 
su miedo por los efectos del Senado cuando se transformaba en Tribunal 

25 “Sesión extraordinaria del 19 de noviembre por la noche”, en Libro de actas del 
supremo congreso de Venezuela. 1811-1812, op. cit., p. 163.

26 “Constitución federal para los Estados de Venezuela”, en Caracciolo Parra Pérez 
(Ed.), La constitución federal de Venezuela de 1811 y documentos afines, Academia 
Nacional de la Historia, Caracas, 2009, pp. 155-156.

27 “Constitución de la provincia de Caracas” y “Constitución de la provincia de 
Barcelona”, en Ángel Francisco Brice (ed.), Las constituciones provinciales, Academia 
Nacional de la Historia, Caracas, 1959, pp. 100-101; 186-188. 
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porque no había “ningún otro recurso ni remedio para reparar sus erro-
res o pasiones”, siendo “tan temible como el Areópago que establecía el 
Poder Moral agregado a la Constitución de Angostura”, lo que era consta-
table si se cotejaban las disposiciones sobre el Senado en la Constitución 
con los artículos 13 y 14 de la Sección 1ª del apéndice de la Constitución 
de Angostura. Además de la alusión a la repudiada invención de Bolívar, 
complementaba su crítica aseverando que otorgarle al Poder Legislativo 
“la autoridad de juzgar en último resorte” desvirtuaba su posición dentro 
de la división de poderes, ya que “la ley que siempre debe circunscribirse 
a objetos determinados, se extiende a todo, y al fin llega a establecerse el 
poder ilimitado, y por consiguiente la tiranía”.28 En sus reflexiones Yanes 
planteó dos problemas. Primero, quién moderaría al moderador, teniendo 
en mente que los senadores también eran hombres susceptibles de fallar 
en sus apreciaciones y resoluciones como cualquier otro. Y, segundo, si 
el Poder Legislativo tenía como principio de funcionamiento el crear nor-
mas sobre ciertos ámbitos de actuación de los ciudadanos, el darle al Se-
nado una porción de las atribuciones judiciales propiciaba la ampliación 
de su poder hasta cubrir y subrogar a los demás.

Yanes fue testigo de la materialización de sus peores temores. En 
1825 Miguel Peña, abogado y prócer venezolano, fue objeto de una deci-
sión judicial por parte del Senado situado en Bogotá, lo que le costó su 
salida de la Corte Suprema y el fin de su carrera administrativa. De allí 
su reclamo por la ausencia de una normativa que regulara el trabajo del 
tribunal senatorial, en la cual se indicara con exactitud las condiciones 
que debían poseer los jueces y el modo de realizar los juicios. Miguel 
Peña manifestó, ante los senadores colombianos que lo declararían cul-
pable en 1825 por una falta en la Corte Superior de Justicia, que ponía 
sus esperanzas en que el Senado compondría a futuro una ley que fijara 
“las cualidades que debe tener el Senador que fuere juez, y en qué casos 
puede ser recusado”.29 Apenas un año después el General venezolano 
José Antonio Páez fue suspendido de la Comandancia General del De-
partamento de Venezuela, luego de que el Senado admitiera la acusación 
hecha en su contra por la Cámara de Representantes, que a su vez había 
dado curso a las quejas de la Municipalidad de Caracas y del Intendente 
de Venezuela. Al quedarse Peña y Páez sin otras instancias a las cuales 

28 Francisco Javier Yanes, Manual político del venezolano y apuntamientos sobre la 
legislación de Colombia, Universidad Metropolitana, Academia Nacional de la Historia, 
Caracas, 2009, p. 38.

29 “Causa de triste celebridad en los anales de la república de Colombia; pues en 
ella tuvo origen el proceder contra un notable magistrado judicial colombiano que 
bajando las gradas del alto puesto, sugirió o acaloró el propósito de desobediencia en 
abril de 1826.-Defensa del Dr. Miguel Peña en la causa del Coronel Leonardo Infante 
ante la Cámara del Senado de la república de Colombia en 1825”, en José Félix Blanco, 
Ramón Azpúrua, Documentos para la historia de la vida pública del Libertador, Tomo IX, 
Imprenta de “La Opinión Nacional”, Caracas, 1876, Doc. 2544, p. 644.
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acudir para contrarrestar los dictámenes del Senado como tribunal, op-
taron por ponerse a la cabeza de la rebelión de Valencia contra las máxi-
mas autoridades de la república.30 Así, los periodistas del momento en-
tendieron que la rebelión era específicamente contra el Senado e, incluso, 
que detrás de las acciones de esa instancia parlamentaria estaba el juego 
de los enemigos personales de Páez.31 La novedad había comenzado en “la 
ciudad de Valencia por la reposición del General Páez en el mando, contra 
lo dispuesto por el senado de la república”.32 Y hasta se reproducía en El 
Colombiano y en el Memorial de Venezuela el discurso emitido por Cro-
mwell al momento de disolver el Parlamento Británico, lo que lucía como 
una sugerencia no tan velada.33     

Aun cuando los precedentes de Peña y Páez habían conmovido hasta 
sus cimientos al gobierno y a la sociedad colombianas, los diputados del 
congreso constituyente de 1830, que escindiría a Venezuela de Colombia, 
insistieron en mantener las atribuciones judiciales del Senado. Al inqui-
rirse si debían revisarse todos los artículos del proyecto de Constitución 
o solamente algunos, el diputado Díaz advirtió que se opondría a algunas 
de las facultades que tenía la Suprema Corte de Justicia como tribunal 
“para conocer en todos los casos” porque “algunos de ellos deben ser juz-
gados por el Senado”.34 De hecho, ya en el proyecto constitucional inge-
niado por la comisión de constitución podía hallarse que el Senado debía 
“conocer de las acusaciones que proponga la Cámara de Representantes 
contra el Presidente y Vicepresidente de la República y demás funcio-
narios”, y seguidamente se copiaban las mismas reglas concernientes a 
los juicios y sentencias vistas en las constituciones venezolanas desde 
1811.35 

Algunos políticos y publicistas venezolanos objetaron que el Sena-
do, como una de las cámaras del Congreso, siguiera autorizado para in-
miscuirse en áreas que correspondían originalmente al Poder Judicial. 
En un folleto titulado Síntomas de los gobiernos, impreso en Caracas en 
1834, se hacía una larga lista de las desviaciones jurídicas y políticas de 
la república de Venezuela que la estaban empujando hacia el precipicio. 
Una de ellas consistía en que la cámara se erigía “gratuitamente en Corte 
suprema, de tribunal de justicia para resolver sobre la incapacidad o mal 

30 Así lo hacer saber el propio Páez en una carta a Santander que circuló públicamente. 
Véase: La Aurora de Caracas n°1, Caracas, 6 de junio de 1826, p. 3, col. 2; p. 4., cols. 
1-2.   

31 La Aurora de Caracas n°1, Caracas, 6 de junio de 1826, p. 1, col. 2; p. 2., col. 1.  
32 “Memorial de Venezuela. Caracas, martes 1° de agosto de 1826”, Memorial de 

Venezuela n° 7, Caracas, martes 1 de agosto de 1826, p. 4., col. 1.  
33 El Colombiano n° 168; Memorial de Venezuela n° 8, Caracas, jueves 10 de agosto 

de 1826, p. 3., cols. 1-2.  
34 “Sesión del día 19 de junio”, en Actas del congreso constituyente de 1830, Tomo I, 

Ediciones del Congreso de la República, Caracas, 1979, p. 287.
35 Actas del congreso constituyente de 1830, Tomo I, op. cit., p. 405.
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desempeño de los funcionarios acusados por delitos comunes, no tenien-
do otra facultad y poder, sino para resolver por sí, (sin la reunión de la 
Corte Superior) su separación o deposición”. Para el autor, dicha facultad 
judicial sólo era realmente efectiva cuando la Corte superior de justicia 
participaba en tales causas, acompañando al Senado en la tarea de exa-
minar y ponderar las acusaciones contra el presidente, el vicepresidente, 
y los altos funcionarios si eran sospechosos de haber cometido crímenes 
de estado, porque no se restringía solamente a “suspender o deponer, 
sino aplicar a los acusados las penas establecidas por las leyes contra los 
delitos que hayan cometido”. La otra dimensión del asunto que le parecía 
inadmisible era que el Senado, para “salvar a los acusados de categoría”, 
los absolvía “sin hacer comparecer a los acusados, oír sus defensas, ha-
cerles los cargos correspondientes y negarse a oír a los acusados”, de-
jando a los magistrados impunes y “premiándolos a renglón seguido por 
sus faltas graves, con escándalo de la vindicta pública”.36 La ausencia 
de claridad en la regulación del Senado como tribunal, su incursión en 
ámbitos extraños al Poder Legislativo, y los manejos veleidosos en casos 
específicos, eran las quejas del autor del folleto.

José María Pelgrón reclamaba que la constitución venezolana había 
fallado en cumplir las condiciones mínimas de un gobierno republicano 
representativo, en vista de que había fusionado los altos poderes públicos 
“haciendo del cuerpo legislador un conjunto monstruoso de las atribu-
ciones del ejecutivo y del judicial”. Esto había situado al Congreso como 
“señor absoluto de la administración” pudiendo legislar, juzgar e impedir 
“la acción ejecutiva, tantas cuantas veces no conviene a los intereses que 
por lo común le agitan y extravían”.37 En lo referente al Senado como tri-
bunal, argumentaba que la constitución reglamentaba defectuosamente 
su modo de proceder en los encausamientos de los empleados públicos, 
explayándose en los perjuicios que generaba:           

Al transmitir la constitución al senado esta gran atribución, y al erigirle en 

juez supremo de los altos funcionarios, deja en silencio la designación de 

las leyes, y no da reglas ciertas por las cuales aquella cámara debe proceder 

en el juicio y aplicar la pena que ellas establezcan, o han debido establecer 

para los casos que se presenten. Este silencio ha sido y es funesto; porque 

de hecho el mismo código constituye un tribunal arbitrario, sin límites 

fijos, sin medida ni trámites que pauten las fórmulas del juicio, y en cuya 

estricta observancia consiste una parte esencial de la recta administración 

de justicia, y es una garantía de los ciudadanos. Así es que el senado ha 

obrado en las causas de que ha conocido hasta ahora discrecionalmente, 

36 Síntomas de los gobiernos, Imprenta de Tomás Antero, Caracas, 1834, p. 22. 
37 “Ojeda sobre la constitución”, El Hércules Venezolano, n° 1, Caracas, 27 de mayo 

de 1835, p. 1. col. 2.; p. 2. col. 1.  
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y sujetándose tan solo a las fórmulas que él propio dictaba ad hoc, es decir 

para proseguir según ellas la causa de que estaba conociendo.38 

Pelgrón había detectado la arbitrariedad con la que se conducía el 
Senado en una acusación realizada contra los señores Tosta, Muñoz y 
Roa, miembros accidentales de la Corte Suprema de Justicia, que se re-
trasó dos años por el desconocimiento de las leyes o normas a las que 
debía acomodarse el procedimiento. El caso se destrabó con la creación 
por parte del Senado de un pequeño reglamento “sobre modo de proceder 
para sustanciar y determinar la causa de acusación, oír a los reos y negar 
toda recusación”, en 1834, que había permitido concluir el caso con la 
imposición de severas penas a los ciudadanos nombrados.39            

Otro defecto de la constitución estribaba en que los magistrados 
estaban más desguarnecidos en sus garantías civiles que el resto de los 
ciudadanos porque podían ser “juzgados, sentenciados y destituidos de 
su destinos por las reglas que el senado ha prescripto por sí solo, que no 
son ni deben ser una ley del Estado, por no haber sido expedidas confor-
me al título 15 de la propia constitución sobre la formación y promulga-
ción de las leyes”, de modo que los funcionarios quedaban sujetos “al jui-
cio arbitrario no de la ley, sino de la voluntad de una cámara”.40 Pelgrón 
alertaba sobre un peligroso vacío utilizable por el senado para determinar 
la culpabilidad o inocencia de algún funcionario de acuerdo con criterios 
pasionales o políticos ajenos a la legalidad. 

Habiendo repasado los variados planteamientos que pueden detec-
tarse en los papeles venezolanos entre 1810 y 1835, podemos arribar a 
una serie de conclusiones. 

          

IV. CONCLUSIONES     
A pesar de que continúa siendo muy difícil poner en duda el predo-

minio de las teorías caudillistas o personalistas en la interpretación de 
los hechos políticos del siglo XIX, influenciado por el tradicional desprecio 
historiográfico hacia el Congreso, los actores y pensadores en Venezuela 
entre 1810 y 1835 reconocieron una gran importancia a las facultades 
judiciales que detentaba el Senado. En los congresos constituyentes fun-
dacionales de Venezuela, de 1811 y luego en 1830, se discurrió acerca de 
la capacidad del Senado para juzgar al Presidente y a otros funcionarios, 
quedando plasmado dicho poder en las Constituciones. Posteriormente, 

38 “Ojeda sobre la constitución (continuación del número anterior). Poder Legislativo”, 
El Hércules Venezolano, n° 4, Caracas, 17 de junio de 1835, p. 1. col. 1. 

39 “Ojeda sobre la constitución (continuación del número anterior). Poder Legislativo”, 
El Hércules Venezolano, n° 4, Caracas, 17 de junio de 1835, p. 1. cols. 1-2.  

40 “Ojeda sobre la constitución (continuación del número anterior). Poder Legislativo”, 
El Hércules Venezolano, n° 4, Caracas, 17 de junio de 1835, p. 1. col. 2. 
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el tema volvió a relucir en otros escritos políticos, comprobándose su 
constante presencia en el debate público.

Los argumentos que se expresaron no fueron superficiales. El ór-
gano en que debía recaer la capacidad de juzgar (Senado o Consejo de 
Ancianos), la condición que debían poseer los senadores devenidos en 
jueces, o la amplitud y reglamentación clara de sus facultades, fueron 
algunos de los puntos comentados y diseccionados a consecuencia, por 
supuesto, de acontecimientos de cierta gravedad para el orden político. 
Por ejemplo, Miguel Peña, a quien el Senado colombiano pretendió juzgar 
en 1825, analizó con cuidado los fundamentos de la acusación que se 
hacía en su contra y las características institucionales de los jueces.   

Si las palabras no son suficientes, también está la elocuencia de 
hechos cruciales, pues José Antonio Páez, la figura de mayor prestigio 
político y militar luego de Bolívar durante la Independencia, realmente 
temió en 1826 el alcance del poder del Senado como órgano judicial, lo 
que dio pie a la primera manifestación separatista de Venezuela contra 
Colombia. No se puede menospreciar el hecho de que la rebelión contra 
las autoridades en Bogotá comenzó siendo una rebelión contra el Senado 
y sus facultades judiciales.

Por todo lo visto, es evidente que el lugar del Senado en el funcio-
namiento político de la república durante la primera mitad de siglo XIX, 
al menos en Venezuela, fue de una relevancia inocultable, razón por la 
cual convendría no solamente la revisión crítica de los lugares comunes 
de la historiografía política producida nacionalmente, sino también de 
las aserciones comúnmente esgrimidas por los científicos políticos pre-
ocupados por la evolución histórica de las instituciones de gobierno en 
Latinoamérica.     
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